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E     sta cartilla, está destinada a las personas y a las comunidades que defienden la vida y los procesos 
naturales en toda su integridad. Ha sido elaborada con el fin de socializar los derechos que las protegen 

en sus luchas diarias por mantener la calidad de sus medios de vida y conservar la Naturaleza como el 
sustento de toda forma de existencia y bien estar. 
En sus páginas se señalan las normas nacionales que protegen sus derechos, se identifican a las 
autoridades responsables de que esos derechos se cumplan y se describen los procedimientos para 
defenderlos en caso de que no se los respete. 
Con esa finalidad, su contenido está centrado en el Acuerdo Regional de Escazú, que es un instrumento 
legal internacional, de cumplimiento obligatorio para Bolivia, destinado a garantizar los derechos de 
acceso a la información, participación y justicia en asuntos ambientales con los que cuentan las personas 
y comunidades, así como su derecho a que su labor de defensa ambiental se desarrolle en un entorno 
seguro y propicio. 
El Acuerdo de Escazú es de gran importancia para las y los defensores ambientales, porque fortalece 
y complementa la legislación nacional ambiental que protege sus acciones, además las fortalece con 
el mandato de crear y fortalecer las capacidades y la cooperación, para contribuir a la protección del 
derecho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un ambiente sano y al 
desarrollo sostenible.

PRESENTACIÓN:
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Es un tratado de América Latina y el Caribe sobre el Acceso a la Información, el Acceso a la Participación Pública y el 
Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales, para proteger el derecho de todas las personas a un ambiente y al desarrollo 
sostenible, así como los derechos de las y los defensores ambientales. 
El Acuerdo Regional de Escazú, lleva el nombre de la ciudad de Costa Rica donde fue adoptado, el 4 de marzo de 2018, 
con la firma de 24 países de la región1. A la fecha, este Acuerdo fue ratificado por 13 países2 y entró en vigor el 22 de abril 
de 2021. Bolivia lo ratificó mediante Ley N° 1182 del 3 de junio de 2019; dándole categoría de ley nacional, por lo que es 
de cumplimiento obligatorio en el país.

Escazú
Costa Rica
04 marzo de 2018

Ley Nº 1182
03 junio de 2019

Acuerdo de 
Escazú en Bolivia

Ratificado mediante

1. 	Países que firmaron el Acuerdo de Escazú: Antigua y Barbuda, Argentina, Belice, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, Granada, Guatemala, 
Guyana, Haití, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, San Vicente y las Granadinas, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía y Uruguay. 

2. 	Países que ratificaron el Acuerdo de Escazú: Antigua y Barbuda, Argentina, Bolivia, Chile, Ecuador, Guyana, México, Nicaragua, Panamá, San Vicente y las Granadinas, 
Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía y Uruguay.  

¿QUÉ ES EL ACUERDO REGIONAL DE ESCAZÚ?

¿CUÁL ES EL ORIGEN DEL ACUERDO DE ESCAZÚ?

El Acuerdo Regional de Escazú se fundamenta en el Principio 10 
de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
de 1992. 
El Principio 10 es fundamental porque identifica que la manera 
más efectiva de cuidar el ambiente y hacer respetar el derecho de 
las personas a un entorno saludable y libre de contaminación es 
logrando que la población tenga acceso a la información ambiental, 
con el fin de que participe con suficientes conocimientos en la toma 
de decisiones en los temas ambientales que le interesa y, además, 
pueda acceder a la justicia, cuando sus derechos le son negados o 
se producen daños ambientales.
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¿CUÁL ES EL OBJETIVO DEL ACUERDO DE ESCAZÚ?

Su objetivo es garantizar la implementación plena 
y efectiva en América Latina y el Caribe de los 3 
derechos de acceso, que son a la Información 
ambiental, a la Participación pública ambiental 
y a la Justicia en asuntos ambientales, además 
el derecho de las y los defensores ambientales, 
con el fin último y principal de proteger el derecho 
de cada persona, de las generaciones presentes y 
futuras, a vivir en un ambiente sano y al desarrollo 
sostenible3. 

¿PORQUÉ ES IMPORTANTE EL ACUERDO DE ESCAZÚ?

Este Acuerdo internacional es una herramienta fundamental 
para hacer efectivos los derechos antes señalados. En 
su contenido explica cómo las personas individuales 
o colectivas pueden demandar el cumplimiento de los 
derechos, también quiénes son responsables de que los 
derechos se cumplan y de qué manera deben hacerlo. Esto 
con la finalidad de que la sociedad alcance el bienestar sin 
descuidar la protección del ambiente. 
En ese sentido, la mejor manera de lograr que el derecho a 
un ambiente sano se respete es a través de la participación 
activa de las personas interesadas en que ninguna 
decisión, actividad, obra o proyecto afecten sus medios de 
vida o entorno.

3. Artículo 1 del Acuerdo Regional de Escazú.

PRINCIPIO 10: “El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos 
interesados, en el nivel que corresponda. En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado a 
la información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la información 
sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de 
participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización 
y la participación de la población poniendo la información a disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso 
efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento de daños y los recursos 
pertinentes”.



OBSERVATORIO DEL ACUERDO ESCAZÚ EN BOLIVIA

6

¿EN QUE CONSISTE EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL?

Este derecho incluye, el derecho de petición de información sobre temas ambientales y la obligación que tienen las 
autoridades de poner a disposición del público, información ambiental relevante.

ARTÍCULO 5 del Acuerdo de Escazú: 
“Cada Parte deberá garantizar el derecho 
del público de acceder a la información 

ambiental que está en su poder, bajo su control 
o custodia, de acuerdo con el principio de 

máxima publicidad”.

Derecho de petición de Información
Implica que cada Parte (país que ha ratificado el 
Acuerdo de Escazú), garantice el derecho que tiene 
toda persona individual o colectiva a acceder a la 
información relacionada con temas ambientales que 
se encuentre en manos de las autoridades públicas y 
otras personas.
Es decir que las autoridades públicas, las empresas u 
otros que realicen acuerdos, planes, actividades, obras 
o proyectos que puedan generar daños al ambiente, a 
los medios de vida o a la salud de las personas, tienen 
la obligación de dar información a quien se las solicite, 
sin necesidad de justificación.

¿será que el 
agua que toma mi 
familia es segura?
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¿QUIÉN ESTÁ A CARGO DE QUE SE CUMPLA EL DERECHO DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL?

Son las Partes, es decir, los gobiernos de los Estados 
que han ratificado el Acuerdo de Escazú, a través de 
las autoridades ambientales públicas, que tienen la 
obligación de que se cumpla el derecho de acceso a la 
información ambiental. 
En Bolivia, las autoridades ambientales son: la 
Autoridad Ambiental Competente Nacional (AACN) que 
es el Viceministro de Medio Ambiente, Biodiversidad 
y Cambios Climáticos; y la Autoridad Ambiental 
Competente Departamental (AACD) que es el 
Gobernador y Comandante General del departamento.
En todo caso, cada persona individual o de manera 
colectiva (comunidad, organización, asociación u otra), 
es quien debe reclamar y hacer cumplir sus derechos 
de acceso a la información, porque a cada quien le 
interesa que el agua que se tome sea segura, el aire 
que se respira sea puro o que sus suelos no estén 
contaminados.

ARTÍCULO 6 del Acuerdo de Escazú: 
“Cada Parte garantizará, en la medida de los 

recursos disponibles, que las autoridades 
competentes generen, recopilen, pongan a 

disposición del público y difundan la información 
ambiental relevante para sus funciones de 

manera sistemática, proactiva, oportuna, regular, 
accesible y comprensible”.

Obligación de difusión de información

El derecho de acceso a la información también incluye, 
que las autoridades públicas que corresponda, 
preparen informes sobre temas ambientales, haciendo 
conocer, por ejemplo, los niveles de contaminación del 
aire, de las aguas, del suelo o de cuánto y cómo pueden 
afectar determinadas actividades al ambiente. Esto con 
el objetivo de que la población esté prevenida y pueda 
reaccionar oportunamente. Este tipo de información 
debe ser permanente, estar actualizada y ser difundida 
de tal manera que todas las personas la entiendan y, 
cuando sea necesario, en los diferentes idiomas que 
usen las poblaciones locales.
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¿QUÉ ESTABLECEN EL ACUERDO DE ESCAZÚ Y LA NORMATIVA BOLIVIANA SOBRE EL DERECHO 
DE ACCESO A LA INFORMACIÓN?

DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL

ACUERDO DE ESCAZÚ NORMATIVA BOLIVIANA MEDIDAS PARA SU 
IMPLEMENTACIÓN

Derecho de Petición de Información Ambiental

No es obligatorio mencionar a la 
autoridad algún interés especial ni 
justificar las razones por las cuales se 
solicita información que tiene que ver 
con el medio ambiente.

El artículo 343 de la Constitución Política 
del Estado dispone que la población tiene 
derecho a ser consultada e informada 
previamente sobre decisiones que pudieran 
afectar a la calidad del medio ambiente.

Dictar normas que 
regulen el acceso a la 
información y determinen 
que no es necesario 
justificar las razones 
para solicitar información 
ambiental.

La solicitud de información debe ser 
respondida en máximo 30 días después 
de la fecha en la que se la solicitó. En 
caso de que no se la otorgue, se debe 
informar claramente los motivos para 
negarla o reenviar el pedido

Los artículos 24 al 26 del Reglamento 
de Gestión Ambiental prevén que se puede 
presentar solicitud escrita sobre información 
ambiental a la autoridad ambiental 
competente o pública sectorial, debiendo 
recibir respuesta en el plazo de 15 días 
calendario.
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a la autoridad que tiene la información 
o informar ante quien pueden pedirla. 
En último caso se debe informar cómo y 
ante quién puede reclamar por no haber 
obtenido la información demandada.

El artículo 25 del Reglamento de Gestión 
Ambiental, señala que el incumplimiento 
o rechazo de la solicitud de información 
ambiental, se puede impugnar ante la 
autoridad superior dentro del plazo de 5 
días hábiles. 
La Ley de Gestión de Riesgos, en 
los artículos 5 y 19 también ratifica el 
derecho de las personas a informarse 
y la obligación de las entidades 
públicas a informar a la población sobre 
posibilidades de riesgos y ocurrencia de 
desastres y/o emergencias.
El artículo 93 de la Ley del Medio 
Ambiente y el artículo 8 de la Ley 
Forestal también hacen mención al 
derecho de acceso a la información 
ambiental.   

Implementar instancias de 
control y fiscalización del 
cumplimiento de las reglas 
de acceso a la información.

Que se prevea una instancia pública 
que controle las normas ambientales y el 
cumplimiento del derecho de acceso a 
la información ambiental.  

Establecer la priorización 
en el ejercicio de este 
derecho de las personas en 
situación de vulnerabilidad.

Considerar a las personas en situación 
de vulnerabilidad4, atendiéndolas con 
prioridad o ayudándolas para que 
ejerzan este derecho de acceso.

4. Según el Acuerdo de Escazú, por “personas o grupos en situación de vulnerabilidad” se entiende aquellas personas o grupos que encuentran especiales dificultades 
para ejercer con plenitud los derechos de acceso reconocidos, como por ejemplo los niños, mujeres, personas de la tercera edad, pueblos indígenas, etc.
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ACUERDO DE ESCAZÚ NORMATIVA BOLIVIANA MEDIDAS PARA SU 
IMPLEMENTACIÓN

Derecho de Difusión de Información Ambiental

Que cada país cuente con uno o más 
sistemas de Información Ambiental 
actualizados, donde se publique, por 
ejemplo: La existencia de normas 
jurídicas ambientales nacionales 
e internacionales, las resoluciones 
administrativas sobre autorizaciones, 
licencias y/o realización de estudios de 
impacto ambiental; Información sobre 
el uso y la conservación de los recursos 
naturales y servicios ecosistémicos, 
entre otros.

Los artículos 15 y 16 de la Ley del Medio 
Ambiente regulan el Sistema Nacional 
de Información Ambiental, para registrar, 
organizar, actualizar y difundir la información 
ambiental sobre esta temática y los recursos 
naturales.

Implementar y mantener 
actualizado el Sistema 
Nacional de Información 
Ambiental.

Conforme al artículo 31 del Reglamento 
de Gestión Ambiental, la información 
contenida en la Red Nacional y Centros de 
Información Ambiental, será suministrada por 
la Autoridad Ambiental Competente Nacional 
y por el Prefecto ahora Gobernador, a nivel 
departamental.

Establecer en la norma 
los contenidos de 
información ambiental 
que establece el 
Acuerdo de Escazú, 
como las normas 
jurídicas nacionales e 
internacionales, 
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Que existan registros de emisiones 
y transferencia de contaminantes al 
aire, agua, suelo y subsuelo, y de 
materiales y residuos, e información 
de manera inmediata sobre alguna 
amenaza inminente a la salud pública o 
al ambiente.

La Ley de Gestión de Riesgos establece 
el Sistema Integrado de Información y Alerta 
para la Gestión del Riesgo de Desastres, 
que constituye la base de información 
de amenazas, vulnerabilidades y niveles 
o escenarios de riesgo, de vigilancia, 
observación y alerta, de capacidad de 
respuesta y de parámetros de riesgo.

las resoluciones 
administrativas y 
judiciales ya emitidas.

Que se difundan informes nacionales 
sobre el estado ambiental y los recursos 
naturales de manera periódica, máximo 
cada cinco años, en diferentes formatos 
y a través de medios que tengan en 
cuenta las diferentes realidades sociales 
y culturales.

Implementar la difusión 
de información de 
manera periódica y 
actualizada conforme a lo 
que establece el Acuerdo 
de Escazú.
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Para obtener información se presenta 
una solicitud a la autoridad ambiental.

Lugar y fecha: ….

Señor:
Nombre de la Autoridad Ambiental
Cargo
Institución a la que se solicita información
Presente. -

En aplicación del derecho de acceso a la información 
en temas ambientales, establecido en los artículos 
21 numeral 6 y 343 de la Constitución Política del 
Estado, la Ley del Medio Ambiente en su artículo 
93 y el Reglamento General de Gestión Ambiental 
en sus artículos 10 y 24, solicito a su autoridad 
instruya a la instancia que corresponda que se me 
proporcione la siguiente información:

1.…………… ……. ………………… ……...
2.…………… ……. ………………… ……... 
3.…………… ……. ………………… ……… 

Firma…
Nombre y apellido …
Carnet de identidad ...
Dirección ...
Teléfono ...
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¿EN QUÉ CONSISTE EL DERECHO DE ACCESO A LA PARTICIPACIÓN PÚBLICA 
EN LOS PROCESOS DE TOMA DE DECISIONES AMBIENTALES?

Este derecho asegura la participación de las personas individuales o colectivas en procesos destinados a la toma 
de decisiones sobre el ambiente. Puede tratarse de aspectos generales, como leyes o reglamentos ambientales o 
procesos donde se evalúen casos concretos para la ejecución de actividades, obras o proyectos que podrían afectar 
el ambiente, los medios de vida o la salud de las personas.

ARTÍCULO 7.1 
del Acuerdo de Escazú: 

“Cada Parte deberá asegurar 
el derecho de participación 
del público y, para ello, se 
compromete a implementar 
una participación abierta e 
inclusiva en los procesos 
de toma de decisiones 

ambientales, sobre la base de 
los marcos normativos interno 

e internacional”.
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¿QUIÉN ESTÁ A CARGO DE QUE SE CUMPLA EL DERECHO DE ACCESO A LA PARTICIPACIÓN PÚBLICA?

Al igual que para el derecho de acceso a la información ambiental, las autoridades gubernamentales ambientales 
son las encargadas de hacer cumplir el derecho de acceso a la participación pública en la toma de decisiones 
sobre temas ambientales de todas las personas individuales o colectivas.

¿QUÉ ESTABLECEN EL ACUERDO DE ESCAZÚ Y LA NORMATIVA BOLIVIANA SOBRE EL DERECHO
DE ACCESO A LA PARTICIPACIÓN PÚBLICA?

ACUERDO DE ESCAZÚ NORMATIVA BOLIVIANA MEDIDAS PARA SU 
IMPLEMENTACIÓN

Cada país debe garantizar la participación 
pública en procesos de toma de decisiones 
para la autorización de actividades, 
obras o proyectos que pudieren tener un 
impacto significativo sobre el ambiente o 
en actividades de interés público, como 
el ordenamiento del territorio, políticas, 
estrategias, planes, programas, normas y 
reglamentos.

El artículo 343 de la Constitución 
Política del Estado, dispone que 
la población tiene derecho a la 
participación en la gestión ambiental, a 
ser consultada e informada previamente 
sobre decisiones que pudieran afectar a 
la calidad del medio ambiente.

Regular los 
procedimientos de 
consulta pública de 
decisiones de carácter 
general vinculadas al 
ambiente (políticas, 
estrategias, planes, 
programas, normas y 
reglamentos).

La participación en la gestión ambiental 
también está prevista en el artículo 92 de 
la Ley del Medio Ambiente y el artículo 
8 de la Ley Forestal.
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La participación deberá hacerse en etapas 
iniciales del proceso de toma de decisiones, 
para que las observaciones del público sean 
debidamente consideradas y contribuyan 
en dichos procesos. La información 
proporcionada debe ser clara, oportuna y 
comprensible para una efectiva participación, 
dando la posibilidad de que se pida mayor 
información sobre la decisión ambiental si es 
que se requiere.

El Reglamento General de Gestión 
Ambiental (Artículos. 73 al 85) y el 
Reglamento de Prevención y Control 
(Artículo 163), prevén la participación del 
público en procesos de decisión general 
(peticiones e iniciativas ante la Autoridad 
Ambiental Competente en audiencia 
pública) o en procesos de decisión 
particular (consulta pública en Estudios 
de Evaluación de Impacto Ambiental) 
para la aprobación de actividades, 
obras o proyectos que puedan afectar al 
ambiente.

Regular los 
procedimientos de 
consulta pública, 
previa e informada 
sobre actividades, 
obras y proyectos 
concretos que pudieren 
afectar al ambiente 
(infraestructuras 
mineras, petroleras, 
industrias, carreteras, 
etc.)

La autoridad pública debe tomar en cuenta 
el resultado del proceso de participación y 
difundirlo, informando sobre las acciones 
administrativas y judiciales que las personas 
puedan tomar en caso de que no estén de 
acuerdo.

El artículo 8 de la Ley de Participación 
y Control Social establece el derecho 
a participar en la gestión ambiental, y 
ser consultado e informado previamente 
sobre decisiones que pudieran afectar a 
la calidad del ambiente y la conservación 
de los ecosistemas.
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Que se promueva de acuerdo a ley, 
la participación del público en foros y 
negociaciones internacionales en materia 
ambiental o con incidencia ambiental, y 
la participación del público en instancias 
nacionales, para los mismos fines.

Los artículos 83 al 85 del Reglamento 
General de Gestión Ambiental, 
regulan la denuncia cuando se 
tiene conocimiento de infracciones 
administrativas que implican el 
incumplimiento de las normas 
ambientales.

Las autoridades públicas realizarán esfuerzos 
para identificar y apoyar a personas o 
grupos en situación de vulnerabilidad para 
involucrarlos de manera activa, oportuna y 
efectiva en los mecanismos de participación.

El Reglamento de Consulta y 
Participación para Actividades 
Hidrocarburíferas (Decreto Supremo 
No. 29033 de 2007) regula el proceso 
de consulta y participación, de manera 
previa, obligatoria, oportuna y de buena 
fe, cada vez que se pretenda desarrollar 
actividades hidrocarburíferas en TCO, 
propiedades comunitarias o tierras 
de ocupación y acceso tradicional de 
los pueblos indígenas, originarios y 
comunidades campesinas, respetando 
su territorialidad, usos y costumbres en 
todo el territorio nacional.
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¿EN QUÉ CONSISTE EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA 
EN ASUNTOS AMBIENTALES?

Este derecho busca que toda persona tenga la 
posibilidad de acudir a los órganos administrativos, 
judiciales o a mecanismos alternativos de solución de 
conflictos, como son la mediación o el arbitraje, para 
garantizar su derecho de acceso a la justicia ambiental. 
De igual manera, está destinado a que las personas 
individuales o colectivas puedan impugnar los 
procedimientos si existió alguna decisión, acción u 
omisión sobre el acceso a la información, participación 
pública o que afecte negativamente al ambiente o 
vulnere las normas ambientales.

ARTÍCULO 8 
del Acuerdo de Escazú: 

“Cada Parte garantizará el derecho a acceder 
a la justicia en asuntos ambientales de acuerdo 

con las garantías del debido proceso”.

¿QUIÉN ESTÁ A CARGO DE QUE SE CUMPLA EL DERECHO 
DE ACCESO A LA JUSTICIA EN ASUNTOS AMBIENTALES?

Las autoridades públicas ambientales administrativas 
o judiciales son las encargadas de hacer cumplir 
este derecho. Las autoridades administrativas son 
el Viceministro de Medio Ambiente, Biodiversidad y 
Cambios Climáticos, a nivel nacional, y el Gobernador 
y Comandante General del departamento. Es ante 
estas autoridades que se debe hacer los reclamos o 
denuncias. Las autoridades judiciales son los jueces 
constitucionales, penales y agroambientales, ante 
quienes se pueden interponer demandas para acceder 
a la justicia en materia ambiental.
Una importante innovación del Acuerdo de Escazú es la 
carga dinámica de la prueba, que hace posible que en 
un juicio ambiental el juez pueda ordenar al demandado 
la obligación de probar que no cometió daño.
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“Ante la demanda por derrame de petróleo contra la empresa 
hidrocarburífera NKX, ésta empresa debe realizar estudios 

independientes sobre la calidad del agua de la comunidad Hermosa, de 
conformidad con al artículo 8 del Acuerdo de Escazú y la aplicación de la 

“carga dinámica de la prueba”.
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¿QUÉ ESTABLECEN EL ACUERDO DE ESCAZÚ Y LA NORMATIVA BOLIVIANA SOBRE EL DERECHO 
DE ACCESO A LA JUSTICIA EN ASUNTOS AMBIENTALES?

ACUERDO DE ESCAZÚ NORMATIVA BOLIVIANA MEDIDAS PARA SU 
IMPLEMENTACIÓN

Cada país debe asegurar en el marco 
de sus leyes que las personas puedan 
acceder a presentar demandas 
o recursos ante las autoridades 
administrativas y judiciales, cuando les 
rechazan o no les permiten ejercer los 
derechos de acceso a la información 
y participación en temas ambientales, 
o cuando se afecte o pueda afectar 
de manera adversa al ambiente o se 
incumplan normas jurídicas relacionadas 
con el ambiente.

El Artículo 345.3. de la Constitución 
Política del Estado, determina que 
existe responsabilidad por la ejecución 
de toda actividad que produzca daños 
medioambientales y su sanción en 
la vía civil, penal y administrativa por 
incumplimiento de las normas de protección 
del medio ambiente.

Hacer efectiva la 
aplicación de medidas 
cautelares, de 
prevención, precaución 
y reparación del daño 
ambiental, mediante 
la promulgación de 
la norma procesal 
en la jurisdicción 
agroambiental, 
incluyendo las 
disposiciones del 
Acuerdo de Escazú.
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Para garantizar este derecho, los 
países deberán contar con autoridades 
especializadas en temas ambientales.

Los artículos 186 al 189 de la Constitución 
Política del Estado, instituyen la 
jurisdicción agroambiental con competencia 
especializada en materia agraria, forestal, 
ambiental, de aguas, derechos de uso y 
aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables, hídricos, forestales y de la 
biodiversidad; demandas sobre actos que 
atenten contra la fauna, la flora, el agua 
y el medio ambiente; y demandas sobre 
prácticas que pongan en peligro el sistema 
ecológico y la conservación de especies o 
animales.

Que se incluyan en el 
Código Penal los delitos 
que atentan al ambiente.

Los trámites debe ser efectivos, 
oportunos, públicos, transparentes, 
imparciales y sin costos elevados.

Que no existan restricciones de quienes 
pueden reclamar o demandar en temas 
ambientales.

Que haya la posibilidad de aplicar 
medidas cautelares y provisionales 
para prevenir, hacer cesar, mitigar o 
recomponer daños al ambiente.
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Que se faciliten los medios para probar 
la existencia del daño ambiental, 
pudiendo la autoridad ordenar pruebas 
o disponer que éstas sean presentadas 
por el mismo demandado o denunciado 
o la persona más indicada para ello 
(inversión o carga dinámica de la 
prueba).

El artículo 39 de la Ley Marco de la Madre 
Tierra, determina que están obligados a 
presentar denuncias y demandas ante las 
autoridades administrativas y/o judiciales, 
para exigir la protección de la Madre Tierra: 
las autoridades públicas en cualquier 
nivel del Estado, el Ministerio Público y la 
Defensoría de la Madre Tierra, además de 
las personas individuales o colectivas que 
conozca la vulneración de los derechos de 
la Madre Tierra.

Actualizar el régimen de 
infracciones y sanciones 
administrativas para que 
sea más efectivo y aporte 
a prevenir impactos y 
daños ambientales.

Que el procedimiento, ya sea 
administrativo o judicial, cuente con 
reglas de ejecución oportunas de las 
decisiones tomadas.

Que los procedimientos tengan 
mecanismos de reparación del daño 
ambiental ocasionado, como es el caso 
de la restitución al estado previo al 
daño, la restauración del medio natural 
dañado, la compensación o el pago de 
una sanción económica cuando se ha

Las vías para hacer valer los derechos de la 
Madre Tierra o el ambiente son: La vía penal, 
ante la fiscalía y juez penal, mediante una 
querella para perseguir y sancionar delitos 
ambientales o ecológicos. 
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afectado a las personas, la satisfacción, 
las garantías de no repetición de la 
afectación ocasionada, la atención a las 
personas afectadas y los instrumentos 
financieros para apoyar la reparación.

La vía administrativa por medio de una 
denuncia cuando se cometen infracciones a 
las normas ambientales administrativas.
La vía agroambiental cuando se pretende 
la reparación del daño o que se tomen 
medidas de prevención o precaución ante el 
daño ambiental.
La vía constitucional, ante un Juez de 
garantías, mediante la acción popular, 
invocando el derecho colectivo al medio 
ambiente.

Que se registren y difundan las 
decisiones judiciales y administrativas 
sobre temas ambientales y que se utilice 
la interpretación y traducción cuando 
sea necesario para el ejercicio de este 
derecho.

Que las personas en situación de 
vulnerabilidad cuenten con atención 
prioritaria y mecanismos de apoyo como 
la asistencia técnica y jurídica gratuita, 
según corresponda.

Que se establezcan mecanismos 
alternativos de solución de controversias 
en asuntos ambientales, cuando 
correspondan como la mediación, la 
conciliación y otros que sean efectivos.

“una vez provocado 
el daño, se debe 

proceder a la 
restauración 

del área dañada 
mediante los 

trabajos que así 
correspondan”.
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¿QUÉ DERECHOS DE LAS DEFENSORAS Y LOS DEFENSORES AMBIENTALES ESTABLECE EL ACUERDO DE ESCAZÚ?

Este derecho implica que los Estados que ratificaron el Acuerdo de Escazú, deberán hacer que en sus territorios se 
respeten los derechos humanos de las personas e instituciones que defienden el ambiente, garantizando que puedan 
actuar sin amenazas, restricciones o inseguridad.

Para lograrlo, el Acuerdo de Escazú especifica que:

•	 Cada país deberá tomar las medidas adecuadas y efectivas para 
reconocer, proteger y promover todos los derechos de las y los 
defensores de los derechos humanos en asuntos ambientales, 
incluidos su derecho a la vida, integridad personal, libertad de opinión 
y expresión, derecho de reunión y asociación pacíficas, derecho a 
circular libremente y a ejercer los derechos de acceso, conforme a las 
obligaciones internacionales en el ámbito de los derechos humanos, 
la Constitución Política del Estado y demás leyes vigentes.

•	 Cada país, deberá tomar medidas apropiadas, efectivas y 
oportunas para prevenir, investigar y sancionar ataques, amenazas 
o intimidaciones que puedan sufrir las personas que defienden los 
derechos humanos en asuntos ambientales, cuando actúen en el 
ejercicio de los derechos de acceso que establece el propio Acuerdo 
de Escazú.

ARTÍCULO 9 
del Acuerdo de Escazú: 

“Cada Parte garantizará un 
entorno seguro y propicio en 
el que las personas, grupos y 

organizaciones que promueven y 
defienden los derechos humanos 

en asuntos ambientales 
puedan actuar sin amenazas, 
restricciones e inseguridad.”
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Defensores ambientales como Berta Cáceres 
y Chico Mendez, entre cientos de otros que 
pierden la vida por defender los derechos 

ambientales.

¿QUIÉN ESTÁ A CARGO DE QUE SE CUMPLAN LOS DERECHOS DE LAS DEFENSORAS Y LOS DEFENSORES AMBIENTALES?

Conforme dispone el Acuerdo de Escazú, los gobiernos de los países que lo han ratificado, convirtiéndolo en ley en sus 
respectivos Estados, tiene el compromiso y obligación de cumplir las determinaciones de este acuerdo.
Es importante recordar que, como lo señala la Constitución Política del Estado en su artículo 410, los Tratados y 
Convenios internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por el país, son de cumplimiento obligatorio.
Este es el caso, el Acuerdo de Escazú fue ratificado por el 
Estado Plurinacional de Bolivia, mediante Ley N° 1182 de 3 
de junio de 2019, por lo que su cumplimiento es de carácter 
vinculante, es decir, obligatorio. Por lo tanto, en todo el 
territorio nacional se debe cumplir las disposiciones de 
respeto a los derechos de las y los defensores ambientales.  
Bolivia no cuenta con una normativa específica que 
reconozca y proteja los derechos de las y los defensores 
ambientales. Sin embargo, la Constitución Política del 
Estado, en los artículos 14 y 21, confiere derechos, garantías 
y libertades a toda persona que busque hacer valer sus 
derechos, mediante demandas específicas, como la acción 
de amparo, la acción de libertad y la acción de privacidad, 
que pueden utilizar cuando se sientan perseguidas, 
amenazadas o se le restrinjan sus derechos fundamentales. 
Las acciones mencionadas pueden ser usadas por las y 
los defensores ambientales para proteger sus derechos 
individuales cuando desarrollan actividades de defensa 
ambiental.
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¿QUÉ SEÑALA EL ACUERDO DE ESCAZÚ SOBRE EL DERECHO DE CADA PERSONA Y DE LAS GENERACIONES PRESENTES 
Y FUTURAS A VIVIR EN UN MEDIO AMBIENTE SANO Y AL DESARROLLO SOSTENIBLE?

El objetivo del Acuerdo de 
Escazú, según los artículos 1 
y 4.1. es que se implemente 
de manera plena y efectiva 
los Derechos de Acceso de 
todas las personas, porque eso 
contribuirá a que las actuales y 
futuras generaciones vivan en 
un ambiente sano y gocen del 
desarrollo sostenible, es decir, 
de un desarrollo integral que 
conjugue de manera armónica 
los aspectos económicos y 
sociales con la protección del 
ambiente.



OBSERVATORIO DEL ACUERDO ESCAZÚ EN BOLIVIA

27

¿QUIÉN ESTÁ A CARGO DE QUE SE CUMPLA EL DERECHO A VIVIR EN UN MEDIO AMBIENTE 
SANO Y AL DESARROLLO SOSTENIBLE?

Tomando en cuenta que el derecho al medio ambiente sano y al desarrollo sostenible 
se logran por medio del ejercicio efectivo de los Derechos de Acceso y que los países 
están obligados a su cumplimiento, entonces son las autoridades públicas quienes deben 
garantizar y acatar el derecho a un medio ambiente sano, como está previsto en el artículo 
33 de la Constitución Política del Estado.
La aplicación del Acuerdo de Escazú ni de la legislación ambiental nacional se logrará 
únicamente cuando las autoridades públicas conozcan y decidan asumir sus obligaciones 
ambientales, sino fundamentalmente cuando las personas y las comunidades exijamos 
su cumplimiento. Para ello, es necesario que conozcamos nuestros derechos, que nos 
organicemos, nos informemos y participemos en los asuntos ambientales de nuestra 
comunidad. También es importante que, cuando los derechos de acceso sean negados, 
omitidos o se afecte al ambiente, hagamos los reclamos o demandas correspondientes 
para acceder a la justicia ambiental.
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¿QUÉ SE REQUIERE PARA LA IMPLEMENTACIÓN PLENA Y EFECTIVA DEL ACUERDO DE ESCAZÚ EN BOLIVIA?

Para la plena y efectiva implementación del Acuerdo de Escazú, se requiere que el Estado boliviano, a través de sus 
autoridades públicas, administrativas y judiciales, reconozca, implemente y disponga las tareas que garanticen los 
derechos de acceso.
Entre otros aspectos, se requiere:
•	 Actualizar las leyes ambientales existentes, como el caso de la Ley N° 1333, que data de 1992.
•	 Que las autoridades administrativas difundan, cumplan y hagan cumplir las normas existentes, sobre todo en 

cuanto a los derechos de acceso a la información, la participación y la justicia en asuntos ambientales.
•	 Promulgar normas que permitan hacer más efectivo el derecho de acceso a la justicia en temas ambientales, por 

ejemplo, mediante la puesta en vigencia de un Código Procesal Agroambiental. Esto con la finalidad de contar 
con procedimientos que faciliten prevenir, precautelar o restaurar el daño a la Madre Tierra o a las y los defensores 
ambientales.

•	 Sensibilizar a las personas sobre la importancia del ambiente, para que se informen, participen y reclamen sus 
derechos de acceso, a fin de que se conviertan en defensoras y defensores ambientales comprometidos con el 
bien común de las presentes y futuras generaciones.
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